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TEMARIO	GENERAL

Tema 1.- La Constitución Española de 1978: Nociones generales. Los derechos y deberes
fundamentales.

Tema 2.- La organización territorial del Estado. La Administración del Estado. La Administración
Local. Nociones generales.

Tema 3.- Las Comunidades Autónomas: constitución y competencias. El Estatuto de Autonomía de
Andalucía: estructura y disposiciones generales. Idea general de las competencias de la Comunidad
Autónoma de Andalucía.

Tema 4.- El régimen local español. Entidades que lo integran. Principios constitucionales. Regulación
jurídica.

Tema 5.- El municipio. Organización municipal. Competencias.

Tema 6.- La provincia. Organización provincial. Competencias. La Diputación Provincial de Granada:
Organización y competencias. El Servicio Provincial Tributario: organización y competencias.

Tema 7.- La organización de la Diputación Provincial de Granada. Su constitución funcional. El
Servicio Provincial Tributario: sus Estatutos, organigrama y organización funcional. Localización de
sus distintas dependencias, oficinas y agencias.

Tema 8.- Principios, Políticas y Medidas de igualdad de Género. La Ley Orgánica 3/2007, para la
igualdad efectiva de Mujeres y Hombres. El Plan Transversal de Género de la Diputación de Granada.

Tema 9.- El Derecho Administrativo. La Ley. El Reglamento. El acto administrativo. La forma de los
actos administrativos. La motivación, la notificación y la publicación. Eficacia y validez de los actos
administrativos. Los recursos administrativos.

Tema 10.- El procedimiento administrativo común: Los principios generales. Las fases del
procedimiento. Derechos de los interesados en el procedimiento.

Tema 11.- El Estatuto Básico del Empleado Público. El personal al servicio de las Administraciones
Públicas, especial referencia al personal de las Entidades Locales. Clases y régimen jurídico. Deberes
y derechos.

Tema 12.- Sistemas Informáticos: Conceptos fundamentales. El Hardware. Componentes de un
ordenador. Los Periféricos. Redes de Área Local. Almacenamiento de Datos: Conceptos
fundamentales y tipos de dispositivos. Operaciones básicas de mantenimiento. Nociones básicas de
seguridad informática. El explorador de Ficheros. Gestión de carpetas y archivos. Las herramientas
del sistema. Formatos de ficheros.

Tema 13.- Sistemas Ofimáticos. Procesadores de Texto: Principales funciones y utilidades. Creación
y estructuración de documentos, plantillas y mailing. Manejo e impresión de ficheros. Hojas de
cálculo: Principales funciones y utilidades. Libros, hojas y celdas. Introducción y edición de datos.
Fórmulas y funciones. Gráficos. Gestión de datos. Otras aplicaciones ofimáticas.

Tema 14.- Redes de Comunicaciones e Internet: Conceptos elementales. Navegadores. Búsquedas de
información. Servicios en la Red. El correo electrónico: Conceptos elementales y funcionamiento. La
Administración Electrónica. Firmas digitales: tipos y usos. Servicios Telemáticos al ciudadano.
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TEMA	1.‐	LA	CONSTITUCIÓN	ESPAÑOLA	DE	1978:
NOCIONES	GENERALES.	LOS	DERECHOS	Y	DEBERES	FUNDAMENTALES.

INTRODUCCIÓN

Tras las Elecciones Generales del 15 de junio de 1977, el Congreso de los Diputados ejerció la iniciativa
constitucional que le otorgaba el art. 3º de la Ley para la Reforma Política y, en la sesión de 26 de julio de
1977, el Pleno aprobó una moción redactada por todos los Grupos Parlamentarios y la Mesa por la que se
creaba una Comisión Constitucional con el encargo de redactar un proyecto de Constitución.

Una vez elaborada y discutida en el Congreso y Senado, mediante Real Decreto 2550/1978 se convocó el
Referéndum para la aprobación del Proyecto de Constitución, que tuvo lugar el 6 de diciembre siguiente. Se
llevó a cabo de acuerdo con lo prevenido en el Real Decreto 2120/1978. El Proyecto fue aprobado por el
87,78% de votantes que representaban el 58,97% del censo electoral.

Su Majestad el Rey sancionó la Constitución durante la solemne sesión conjunta del Congreso de los Diputa-
dos y del Senado, celebrada en el Palacio de las Cortes el miércoles 27 de diciembre de 1978. El BOE publicó
la Constitución el 29 de diciembre de 1978, que entró en vigor con la misma fecha. Ese mismo día se publica-
ron, también, las versiones en las restantes lenguas de España.

A lo largo de su vigencia ha tenido dos reformas:

-En 1992, que consistió en añadir el inciso "y	pasivo" en el artículo 13.2, referido al derecho de sufragio
en las elecciones municipales.

-En 2011, que consistió en sustituir íntegramente el artículo 135 para establecer constitucionalmente
el principio de estabilidad presupuestaria, como consecuencia de la crisis económica y financiera.

1.‐	LA	CONSTITUCIÓN:	PRINCIPIOS	GENERALES,	ESTRUCTURA	Y	CONTENIDO

1.1.- ANTECEDENTES

Las múltiples influencias de una Constitución derivada como la española de 1978 -además de aquellas
recibidas del constitucionalismo histórico español- hay que buscarlas preferentemente dentro de las nuevas
corrientes europeas que aparecen después de la Segunda Guerra Mundial, y en tal sentido ha recibido claras
influencias de otros textos constitucionales europeos, así como de diferentes Tratados de Derecho Interna-
cional:

• De la Constitución italiana de 1947 habría que destacar la configuración del poder judicial y sus
órganos de gobierno, o los antecedentes del Estado Regional Italiano.
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TEMA	2.‐	LA	ORGANIZACIÓN	TERRITORIAL	DEL	ESTADO.	LA	ADMINISTRACIÓN
DEL	ESTADO.	LA	ADMINISTRACIÓN	LOCAL.	NOCIONES	GENERALES.

1.‐	LA	ORGANIZACIÓN	TERRITORIAL	DEL	ESTADO

1.1.- INTRODUCCIÓN

La Constitución de 1978 reconoció y garantizó el derecho a la autonomía de las nacionalidades y regiones
que integran la nación española y la solidaridad entre todas ellas. El desarrollo de las previsiones constitucio-
nales ha conducido a una profunda transformación de la organización territorial del Estado, mediante la
creación de las Comunidades Autónomas y las Ciudades Autónomas de Ceuta y Melilla, con el consiguiente
proceso de redistribución del poder político y administrativo entre las instancias centrales y las autonómicas.
El resultado de este proceso ha convertido a España en uno de los países más descentralizados de Europa.

Cada Comunidad Autónoma tiene su Estatuto de Autonomía, aprobado por ley orgánica, que es la norma
institucional básica de la Comunidad, reguladora de aspectos esenciales como la organización y el funciona-
miento de su Parlamento y de su Gobierno, las competencias que la Comunidad asume, su Administración,
las señas de identidad y los hechos diferenciales tales como la lengua o el derecho civil y las relaciones con
el Estado y con otras Comunidades Autónomas.

El reparto de competencias entre el Estado y las CC.AA. está basado en la distinción entre las competencias
exclusivas del Estado o de las CC.AA., las competencias compartidas entre el Estado y las Comunidades
Autónomas y las competencias concurrentes, en las cuales tanto el Estado como las Comunidades Autónomas
pueden intervenir. Las competencias exclusivas comprenden la potestad legislativa y la capacidad de
ejecución, mientras que las competencias compartidas pueden implicar una diferente distribución de la
potestad legislativa y reglamentaria entre Estado y Comunidades Autónomas, las cuales suelen disponer de
la capacidad ejecutiva en estos casos. En caso de que se produzca un conflicto de competencias, corresponde
resolverlo al Tribunal Constitucional, como en otros Estados políticamente descentralizados.

El sistema de gobierno de las Comunidades Autónomas es de naturaleza parlamentaria, siendo sus institucio-
nes básicas el Parlamento, el presidente de la Comunidad y el Gobierno autonómico.

Desde el punto de vista económico y financiero, las Comunidades Autónomas disponen de una gran autono-
mía de gestión, con capacidad para aprobar sus propios presupuestos anuales y para determinar sus recur-
sos propios mediante tributos, tasas y recargos. El sistema general de financiación de las Comunidades
Autónomas, que comprende además los tributos cedidos por el Estado y la participación en los tributos
estatales, se fija de forma multilateral por el Estado y las Comunidades Autónomas, garantizando a través
de diversos mecanismos financieros la solidaridad interterritorial y un nivel mínimo igual en la prestación
de los servicios públicos fundamentales en todo el territorio español. Además, la Comunidad Autónoma del
País Vasco y la Comunidad Foral de Navarra, disponen, en virtud de su régimen foral, de dos regímenes
particulares: el del Concierto económico, en el caso vasco, y el del Convenio, en el navarro. Por estos regíme-
nes económicos, estas Comunidades acuerdan con el Estado su aportación al sostenimiento del mismo y la
armonización de su propio régimen fiscal con el imperante en el resto del territorio estatal.
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TEMA	3.‐	LAS	COMUNIDADES	AUTÓNOMAS:	CONSTITUCIÓN	Y	COMPETENCIAS.
EL	ESTATUTO	DE	AUTONOMÍA	DE	ANDALUCÍA:	ESTRUCTURA	Y	DISPOSICIONES

GENERALES.	IDEA	GENERAL	DE	LAS	COMPETENCIAS	DE	LA
COMUNIDAD	AUTÓNOMA	DE	ANDALUCÍA.

1.‐	LAS	COMUNIDADES	AUTÓNOMAS:	CONSTITUCIÓN

PROCEDIMIENTO	AUTONÓMICO	DEL	Art.	143	DE	LA	CONSTITUCIÓN.‐	En	el	 ejercicio	del	derecho	a	 la
autonomía	reconocido	en	la	Constitución,	las	provincias	limítrofes	con	características	históricas,	cultura‐
les	y	económicas	comunes,	los	territorios	insulares	y	las	provincias	con	entidad	regional	histórica	podrán
acceder	a	su	autogobierno	y	constituirse	en	Comunidades	Autónomas	con	arreglo	a	lo	previsto	en	el
Título	VIII	de	la	Constitución	y	en	los	respectivos	Estatutos.

La	 iniciativa	del	proceso	autonómico	corresponde	a	todas	 las	Diputaciones	 interesadas	o	al	órgano
interinsular	correspondiente	y	a	las	dos	terceras	partes	de	los	municipios	cuya	población	represente,
al	menos,	la	mayoría	del	censo	electoral	de	cada	provincia	o	isla.	Estos	requisitos	deberán	ser	cumplidos
en	el	plazo	de	seis	meses	desde	el	primer	acuerdo	adoptado	al	respecto	por	alguna	de	las	Corporaciones
locales	interesadas.

La	iniciativa,	en	caso	de	no	prosperar,	solamente	podrá	reiterarse	pasados	cinco	años.

INTERVENCIÓN	DE	LAS	CORTES	GENERALES.‐	Las	Cortes	Generales,	mediante	ley	orgánica,	podrán,	por
motivos	de	interés	nacional:

a)	Autorizar	la	constitución	de	una	comunidad	autónoma	cuando	su	ámbito	territorial	no	supere	el
de	una	provincia	y	no	reúna	las	condiciones	del	apartado	1	del	art.	143.

b)	Autorizar	o	acordar,	en	su	caso,	un	Estatuto	de	autonomía	para	territorios	que	no	estén	integrados
en	la	organización	provincial.

c)	Sustituir	la	iniciativa	de	las	Corporaciones	locales	a	que	se	refiere	el	apartado	2	del	art.	143.

PROCEDIMIENTO	AUTONÓMICO	DEL	Art.	151	DE	LA	CONSTITUCIÓN.‐	No	será	preciso	dejar	transcurrir	el
plazo	de	cinco	años,	a	que	se	refiere	el	apartado	2	del	art.	148	de	la	Constitución,	cuando	la	iniciativa	del
proceso	autonómico	sea	acordada	dentro	del	plazo	del	art.	143.2,	además	de	por	las	Diputaciones	o	los
órganos	interinsulares	correspondientes,	por	las	tres	cuartas	partes	de	los	Municipios	de	cada	una	de
las	provincias	afectadas	que	representen,	al	menos,	la	mayoría	del	censo	electoral	de	cada	una	de	ellas
y	dicha	iniciativa	sea	ratificada	mediante	referéndum	por	el	voto	afirmativo	de	la	mayoría	absoluta	de
los	electores	de	cada	provincia	en	los	términos	que	establezca	una	ley	orgánica.

REGULACIÓN	ESPECIAL	EN	LAS	DISPOSICIONES	TRANSITORIAS.‐	Varias	Disposiciones	Transitorias	de	la
Constitución	establecen	procedimientos	 especiales	para	 el	 acceso	a	 la	 autonomía	de	determinados
territorios	con	peculiaridades	geográficas,	políticas	o	históricas.
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TEMA	4.‐	EL	RÉGIMEN	LOCAL	ESPAÑOL.	ENTIDADES	QUE	LO	INTEGRAN.
PRINCIPIOS	CONSTITUCIONALES.	REGULACIÓN	JURÍDICA.

1.‐	INTRODUCCIÓN

Dentro	de	las	instancias	con	autonomía	política	que	componen	el	Estado,	las	Entidades	Locales	constituyen
el	último	escalón	en	los	niveles	de	autogobierno	que	se	reconocen	en	la	organización	territorial	por	debajo
de	las	CC.AA.	

La	Constitución	Española,	en	el	diseño	de	la	organización	territorial	del	Estado	que	se	dispone	en	SU	Título
VIII,	reconoce	la	autonomía	de	los	municipios	y	provincias	para	la	gestión	de	sus	respectivos	intereses,	en
los	mismos	términos	que	a	 las	Comunidades	Autónomas	(art.	137	CE),	si	bien	el	alcance	de	una	y	otra
difieren	al	concretarse	a	lo	largo	de	los	Capítulos	II	y	III	de	dicho	Título.	

Se	reconoce	así	a	las	entidades	públicas	que	cuenta	con	una	mayor	tradición	histórica	en	nuestra	organiza‐
ción	del	poder	público,	ya	que	se	remontan	a	los	fueros	municipales	que	comenzaron	a	otorgarse	en	la	Alta
Edad	Media.	Su	evolución	a	partir	del	régimen	constitucional	se	ha	caracterizado	por	la	progresiva	intensifi‐
cación	de	la	autonomía	y	del	carácter	democrático	de	sus	instituciones	que	se	inició	con	el	reconocimiento
en	la	Constitución	de	1812	de	las	Diputaciones	y	los	Ayuntamientos	como	entidades	territoriales	a	nivel	local,
con	algunas	de	las	características	que	se	han	mantenido	hasta	la	actualidad	–en	concreto,	un	cierto	nivel	de
autoadministración	y	una	organización	basada	en	una	asamblea	electiva	presidida	por	un	Jefe	o	Alcalde–,
pero	sin	una	verdadera	autonomía	al	encontrarse	bajo	la	dependencia	del	Estado.

Su	evolución	a	lo	largo	del	siglo	XIX	osciló	entre	períodos	de	mayor	o	menor	autonomía,	así	como	de	elección
o	designación	de	sus	titulares,	que	no	contribuyeron	a	aportar	estabilidad	a	estas	instituciones	que	sufrieron,
además,	un	progresivo	desgaste	en	sus	recursos	a	favor	del	Estado	al	que,	en	última	instancia,	se	encontraban
sometidos.	

Ya	en	el	siglo	XX	comenzó	un	período	de	reforma	al	que	contribuyó	el	Estatuto	Municipal	de	Calvo	Sotelo	de
1924	–que	pretendió	democratizar	la	vida	local,	aumentar	sus	competencia	y	mejorar	su	Hacienda–,	y	que
culminó	con	el	reconocimiento	pleno	de	su	autonomía	y	del	carácter	electivo	de	sus	representantes	por
sufragio	popular	bajo	la	Constitución	Republicana	de	1931.	

Estos	logros	desaparecieron	bajo	la	dictadura	franquista,	que	sometió	a	las	Administraciones	locales	estable‐
ciendo	la	designación	gubernativa	de	los	Alcaldes	y	Presidentes,	así	como	la	fiscalización	y	tutela	de	todos
sus	actos.

La	Constitución	Española	de	1978	culmina	la	evolución	de	la	Administración	Local	situándola	en	la	base	de
la	organización	territorial	del	Estado	con	plena	autonomía,	bajo	una	organización	democrática	y	con	autosu‐
ficiencia	 financiera.	Dicho	ello,	ni	 la	 legislación	ni	siquiera	 la	doctrina	ofrecen	un	concepto	unitario	del
término	Administración	Local,	sino	que	una	y	otra	se	limitan	a	enumerar	las	entidades	que	la	integran	y	a
definir	cada	una	de	éstas	por	separado.	No	obstante,	puede	definirse	a	la	Administración	Local	como	el
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TEMA	5.‐	EL	MUNICIPIO.	ORGANIZACIÓN	MUNICIPAL.	COMPETENCIAS.

1.‐	EL	MUNICIPIO

1.1.- EVOLUCIÓN HISTÓRICA

“Municipio” deriva del vocablo latino "municipium", nombre que daban los romanos a entes con personali-
dad jurídica independiente, leyes propias, y patrimonio distinto de los habitantes que la conformaban,
derivados de la práctica de someter a los pueblos conquistados, pero manteniendo la organización interna
de sus ciudades, con una doble estructura administrativa: las autoridades romanas y las de carácter local.

Desde época romana el municipio ya poseía una organización popular. Era el pueblo, congregado en asam-
blea, quien designaba a sus representantes y gestores. La lex	lulia	municipalis (45 a. de J.C.) reguló la organi-
zación municipal romana.

A pesar de la invasión de los bárbaros y del establecimiento del imperio visigótico, la institución del munici-
pio no pudo ser destruida, sobreviviendo a su vez a la invasión árabe y transformándose y engrandeciéndose
durante las luchas de la Reconquista. Pero sus notas caracterizadoras ya no serán las del municipio anterior
a la invasión musulmana.

En la Edad Media el municipio clásico no fue una institución puramente administrativa, como en Roma, sino
un verdadero organismo político con leyes propias (fueros), que aplicaban las autoridades con independen-
cia y hasta con fuerza militar (milicias). El único límite a la soberanía de aquellas repúblicas federales era
el reconocimiento de la autoridad del Rey. 

Pero ya en el siglo XIV se advierte la decadencia de los municipios, siendo la Constitución de 1812 el punto
de partida del moderno municipio español.

Urbanísticamente, a principios del siglo XIX aún persistía en Europa el  sistema de ciudad medieval aislada
por la muralla. La tendencia progresiva a la concentración de la población obliga a buscar mayores espacios
para su desarrollo físico y económico. Éstas necesidades impulsan las primeras leyes urbanísticas españolas,
que son de ensanche: Planes de Ensanche de Madrid y Barcelona (1860), Ley de Ensanche (1864), y Regla-
mento de la Ley de Ensanche (1867).

El siglo XIX comienza marcado por otro cambio revolucionario propio que fue la Constitución y las Cortes
de Cádiz (1812), cuyos postulados liberales incorporan el carácter electivo y democrático de los Ayuntamien-
tos. Fue la misma Constitución que creó a los Secretarios de Ayuntamiento. El sistema parecía eficiente pero
este siglo se caracterizó en nuestro país por la alternancia en el poder y el predominio del modelo centraliza-
do o descentralizado según el partido político gobernante.

Así, con Fernando VII (Decreto de 1823) aparece el llamado Jefe Político, como figura importante delegada
de la monarquía, que controla Provincias y Ayuntamientos. La Constitución de 1845, por su parte, viene
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TEMA	6.‐	LA	PROVINCIA.	ORGANIZACIÓN	PROVINCIAL.	COMPETENCIAS.
LA	DIPUTACIÓN	PROVINCIAL	DE	GRANADA:	ORGANIZACIÓN	Y	COMPETENCIAS.
EL	SERVICIO	PROVINCIAL	TRIBUTARIO:	ORGANIZACIÓN	Y	COMPETENCIAS.

1.‐	LA	PROVINCIA

1.1.- INTRODUCCIÓN

La división provincial actual arranca de 1833, y se inscribe dentro del proyecto político de los liberales de
cambiar de raíz la estructura política y administrativa del país, desterrando para siempre las estructuras del
Antiguo Régimen. En 1833 el Ministro de Gobernación, Javier de Burgos, propuso una nueva división provin-
cial, cuyas 49 provincias han permanecido al cabo de siglo y medio con la única aparición de una más en la
antigua provincia canaria.

En la estructuración provincial de Javier de Burgos no se siguió un criterio meramente geográfico de modelo
francés, sino que se trató de conjugar éste con el de carácter histórico, al tiempo que se atendía a elementos
de distancia y población, a fin de conseguir una administración más eficaz junto con otra exigencia conocida
en el siglo XIX con la denominación de «unidad constitucional». Para ello habría que fijar dentro de la
provincia otros núcleos de menor entidad territorial, por supuesto, cuya división fue decretada en abril de
1834 y cuyo número ascendió a 463 núcleos de población con juzgado de primera instancia.

Eran éstos los Partidos Judiciales, los cuales presentaban, a veces, unos elementos característicos naturales,
demográficos, económicos y de dotación administrativa e incluso, también a veces, singularmente históricos,
que permitían fijar con facilidad la cabecera de los mismos. Posteriormente se han reducido estas “cabezas
de partido” y, por tanto, se han ampliado sus áreas territoriales por condicionamientos obvios de la evolución
en los medios de comunicación, así como por el descenso demográfico en numerosas zonas de España, entre
las cuales son muy destacadas las correspondientes a Castilla y León.

Por su parte, la Diputación Provincial tiene su origen en la Constitución Española de 1812. Una constitución
de origen liberal, que situaba a esta institución, no sólo, como el órgano de gobierno -superior al de los
ayuntamientos- de la Provincia en la que se asienta, sino también como un auténtico órgano descentraliza-
dor, y a la vez extensivo, del poder central. Es pues, una institución de marcado acento liberal, creada al calor
de las reformas constitucionales que sacaron a España del Antiguo Régimen.

Las Diputaciones Provinciales, desde entonces, han sufrido numerosas modificaciones en una convulsa etapa
política y social en la España de finales del siglo XIX y mayor parte del siglo XX, hasta configurarse en las
administraciones locales intermedias de hoy, fruto de la aprobación de la vigente Constitución Española de
1978 que configuró, la vuelta a la democracia tras cuarenta años de dictadura, y la articulación del sistema
político institucional que perdura en la actualidad. Sirviendo además la provincia, como base territorial para
la configuración de los entes preautonómicos, que posteriormente se convertirían en las actuales Comunida-
des Autónomas constituidas al margen de las que lo hicieran gracias a la disposición transitoria 2ª de la
Constitución (para los territorios que en el pasado hubiesen plebiscitado afirmativamente proyectos de
Estatuto de autonomía).
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TEMA	7.‐	LA	ORGANIZACIÓN	DE	LA	DIPUTACIÓN	PROVINCIAL	DE	GRANADA.
SU	CONSTITUCIÓN	FUNCIONAL.	EL	SERVICIO	PROVINCIAL	TRIBUTARIO:

SUS	ESTATUTOS,	ORGANIGRAMA	Y	ORGANIZACIÓN	FUNCIONAL.
LOCALIZACIÓN	DE	SUS	DISTINTAS	DEPENDENCIAS,	OFICINAS	Y	AGENCIAS.

1.‐	LA	ORGANIZACIÓN	DE	LA	DIPUTACIÓN	PROVINCIAL	DE	GRANADA

1.1.- INTRODUCCIÓN

La organización de la Diputación Provincial de Granada está regulada en el Título Segundo del Reglamento
Orgánico Provincial (arts. 12 al 66), con la siguiente estructura:

• Capítulo Primero.- De los Órganos Provinciales y su Régimen General

Sección Primera: Régimen General
Sección Segunda: Del Pleno
Sección Tercera: De la Junta de Gobierno
Sección Cuarta: De las Comisiones Informativas
Sección Quinta: De las Comisiones Especiales
Sección Sexta: De la Junta de Portavoces

• Capítulo Segundo.- Del Consejo de Presidentes/as y el Consejo de Alcaldes/as de la Diputación Provin-
cial de Granada

Sección Primera: Régimen Común
Sección segunda: Del Consejo de Presidentes/as
Sección tercera: Del Consejo de Alcaldes/as

• Capítulo tercero.- Organismos Autónomos y Sociedades mercantiles

• Capítulo cuarto.- Personal Directivo de la Diputación de Granada

1.2.- LOS ÓRGANOS PROVINCIALES Y SU RÉGIMEN GENERAL

La Diputación Provincial, para su normal funcionamiento cuenta con los siguientes órganos personales y
colegiados:

- La Presidencia
- Las Vicepresidencias
- Los/as Diputados/as Delegados/as
- El Pleno

- La Junta de Gobierno
- Las Comisiones Informativas
- Las Comisiones Especiales
- La Junta de Portavoces
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TEMA	8.‐	PRINCIPIOS,	POLÍTICAS	Y	MEDIDAS	DE	IGUALDAD	DE	GÉNERO.
LA	LEY	ORGÁNICA	3/2007,	PARA	LA	IGUALDAD	EFECTIVA	DE	MUJERES	Y

HOMBRES.	EL	PLAN	TRANSVERSAL	DE	GÉNERO	DE	LA	DIPUTACIÓN	DE	GRANADA.

1.‐	POLÍTICAS	DE	IGUALDAD	DE	GÉNERO

El	artículo	14	de	la	Constitución	española	proclama	el	derecho	a	la	igualdad	y	a	la	no	discriminación	por
razón	de	sexo.	Por	su	parte,	el	artículo	9.2	consagra	la	obligación	de	los	poderes	públicos	de	promover	las
condiciones	para	que	la	igualdad	del	individuo	y	de	los	grupos	en	que	se	integra	sean	reales	y	efectivas.

La	 igualdad	entre	mujeres	y	hombres	 es	un	principio	 jurídico	universal	 reconocido	en	diversos	 textos
internacionales	sobre	derechos	humanos,	entre	los	que	destaca	la	Convención	sobre	la	eliminación	de	todas
las	formas	de	discriminación	contra	la	mujer,	aprobada	por	la	Asamblea	General	de	Naciones	Unidas	en
diciembre	de	1979	y	ratificada	por	España	en	1983.	En	este	mismo	ámbito	procede	evocar	los	avances
introducidos	por	conferencias	mundiales	monográficas,	como	la	de	Nairobi	de	1985	y	Beijing	de	1995.

La	igualdad	es,	asimismo,	un	principio	fundamental	en	la	Unión	Europea.	Desde	la	entrada	en	vigor	del
Tratado	de	Ámsterdam,	el	1	de	mayo	de	1999,	la	igualdad	entre	mujeres	y	hombres	y	la	eliminación	de	las
desigualdades	entre	unas	y	otros	son	un	objetivo	que	debe	integrarse	en	todas	las	políticas	y	acciones	de	la
Unión	y	de	sus	miembros.

Con	amparo	en	el	antiguo	artículo	111	del	Tratado	de	Roma,	se	ha	desarrollado	un	acervo	comunitario	sobre
igualdad	de	sexos	de	gran	amplitud	e	importante	calado,	a	cuya	adecuada	transposición	se	dirige,	en	buena
medida,	la	presente	Ley.	En	particular,	esta	Ley	incorpora	al	ordenamiento	español	dos	directivas	en	materia
de	igualdad	de	trato,	la	2002/73/CE,	de	reforma	de	la	Directiva	76/207/CEE,	relativa	a	la	aplicación	del
principio	de	igualdad	de	trato	entre	hombres	y	mujeres	en	lo	que	se	refiere	al	acceso	al	empleo,	a	la	forma‐
ción	y	a	 la	promoción	profesionales,	y	a	 las	condiciones	de	 trabajo;	y	 la	Directiva	2004/113/CE,	sobre
aplicación	del	principio	de	igualdad	de	trato	entre	hombres	y	mujeres	en	el	acceso	a	bienes	y	servicios	y	su
suministro.

El	pleno	reconocimiento	de	la	igualdad	formal	ante	la	ley,	aun	habiendo	comportado,	sin	duda,	un	paso
decisivo,	ha	resultado	ser	insuficiente.	La	violencia	de	género,	la	discriminación	salarial,	la	discriminación
en	las	pensiones	de	viudedad,	el	mayor	desempleo	femenino,	la	todavía	escasa	presencia	de	las	mujeres	en
puestos	de	responsabilidad	política,	social,	cultural	y	económica,	o	los	problemas	de	conciliación	entre	la	vida
personal,	laboral	y	familiar	muestran	cómo	la	igualdad	plena,	efectiva,	entre	mujeres	y	hombres,	aquella
«perfecta	igualdad	que	no	admitiera	poder	ni	privilegio	para	unos	ni	incapacidad	para	otros»,	en	palabras
escritas	por	John	Stuart	Mill	hace	casi	140	años,	es	todavía	hoy	una	tarea	pendiente	que	precisa	de	nuevos
instrumentos	jurídicos.

Resultaba	necesaria,	en	efecto,	una	acción	normativa	dirigida	a	combatir	todas	las	manifestaciones	aún
subsistentes	de	discriminación,	directa	o	indirecta,	por	razón	de	sexo	y	a	promover	la	igualdad	real	entre
mujeres	y	hombres,	con	remoción	de	los	obstáculos	y	estereotipos	sociales	que	impiden	alcanzarla.	Esta
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TEMA	9.‐	EL	DERECHO	ADMINISTRATIVO.	LA	LEY.	EL	REGLAMENTO.	EL	ACTO
ADMINISTRATIVO.	LA	FORMA	DE	LOS	ACTOS	ADMINISTRATIVOS.

LA	MOTIVACIÓN,	LA	NOTIFICACIÓN	Y	LA	PUBLICACIÓN.	EFICACIA	Y	VALIDEZ
DE	LOS	ACTOS	ADMINISTRATIVOS.	LOS	RECURSOS	ADMINISTRATIVOS.

1.‐	EL	DERECHO	ADMINISTRATIVO	Y	SUS	FUENTES

1.1.‐	ORÍGENES,	CONCEPTO	Y	CONTENIDO	DEL	DERECHO	ADMINISTRATIVO

El	Derecho	Administrativo	surgió	como	manifestación	de	las	concepciones	jurídicas	de	la	Revolución	france‐
sa	y	como	una	reacción	directa	contra	las	técnicas	de	gobierno	del	absolutismo.	Este	partía	de	un	principio
básico:	la	fuente	de	todo	Derecho	es	la	persona	subjetiva	del	Rey	en	su	condición	de	representante	de	Dios
en	la	comunidad,	lo	que	implica	que	puede	actuar	tanto	por	normas	generales	como	por	actos	singulares	o
por	sentencias	contrarias	a	aquellas.	Los	revolucionarios	rechazaban	tal	situación	afirmando	que	la	fuente
del	Derecho	no	está	en	ninguna	institución	supuestamente	trascendental	a	la	comunidad,	sino	en	esta	misma,
en	su	voluntad	general.	Y	a	la	vez,	sólo	hay	una	forma	legítima	de	expresión	de	esa	voluntad:	la	ley	general,
la	cual	ha	de	determinar	todos	y	cada	uno	de	los	actos	singulares	del	poder.

La	mayor	parte	de	los	conceptos	que	de	Derecho	Administrativo	se	han	dado	vienen	impuestos	por	una	doble
consideración:	que	el	Derecho	Administrativo	es	esencialmente	la	rama	jurídica	reguladora	de	la	organiza‐
ción	y	funcionamiento	de	la	Administración	pública,	lo	cual	parece	evidente,	y	que	‐por	otra	parte‐	no	toda
la	normativa	aplicable	con	fines	de	organizar	o	hacer	actuar	a	la	Administración	pública	es,	sin	embargo,
Derecho	Administrativo.	Dicho	de	otra	 forma,	 la	necesidad	de	elaboración	de	un	concepto	del	Derecho
Administrativo	viene	impuesta	porque	el	criterio	subjetivo,	la	presencia	de	la	Administración	en	una	relación
jurídica	cualquiera,	es	insuficiente	para	hacer	de	esa	relación	una	sujeta	al	Derecho	Administrativo,	ya	que
a	menudo	ésta	se	somete	al	Derecho	privado	al	actuar	sin	imperium.

De	acuerdo	con	las	dos	notas	fundamentales	citadas,	esto	es,	el	Derecho	Administrativo	es	el	Derecho	de	la
Administración,	y	el	Derecho	Administrativo	es	un	Derecho	distinto	del	privado	y,	por	consiguiente	público,
ENTRENA	CUESTA	define	el	Derecho	Administrativo	como	“el	conjunto	de	normas	de	Derecho	Público
interno	que	regulan	la	organización	y	actividad	de	las	Administraciones	públicas”.

Por	su	parte,	GARCÍA	DE	ENTERRÍA,	después	de	recordar	la	existencia	de	dos	clases	de	Derechos:	Derechos
generales	y	Derechos	estatutarios,	entiende	que	el	Derecho	Administrativo	no	es	el	Derecho	propio	de	unos
órganos	o	de	un	poder,	ni	tampoco	el	Derecho	propio	de	una	función,	sino	un	Derecho	de	naturaleza	estatuta‐
ria,	en	cuanto	se	dirige	a	la	regulación	de	las	singulares	especies	de	sujetos	que	se	agrupan	bajo	el	nombre
de	Administraciones	Públicas,	sustrayendo	a	estos	sujetos	singulares	del	Derecho	Común.

Para	ZANOBINI	«el	Derecho	administrativo	es	aquella	parte	del	Derecho	público	que	tiene	por	objeto	regular
la	organización,	los	medios	y	las	formas	de	la	actividad	de	las	administraciones	públicas	y	las	consiguientes
relaciones	jurídicas	entre	aquéllas	y	otros	sujetos».
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TEMA	10.‐	EL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO	COMÚN:	LOS	PRINCIPIOS
GENERALES.	LAS	FASES	DEL	PROCEDIMIENTO.	DERECHOS	DE

LOS	INTERESADOS	EN	EL	PROCEDIMIENTO.

1.‐	EL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO

1.1.‐	CONCEPTO	Y	NATURALEZA

DEFINICIÓN	DE	PROCEDIMIENTO:	La	definición	habitual	puede	ser	bien	el	método	para	ejecutar	algunas
cosas,	o	bien	la	actuación	que	se	lleva	a	cabo	mediante	trámites	administrativos	o	judiciales.

DEFINICIÓN	DE	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO:	La	Exposición	de	Motivos	de	la	Ley	de	Procedimiento
Administrativo	de	1958	lo	definió	como	“cauce	formal	de	la	serie	de	actos	en	que	se	concreta	la	actuación
administrativa	para	la	realización	de	un	fin”.	Y	de	una	forma	más	concisa,	el	artículo	105.c)	CE	lo	define
indirectamente	como	“procedimiento	a	través	del	cual	deben	producirse	los	actos	administrativos”.

Recientemente	la	Ley	39/2015,	de	1	de	octubre,	del	Procedimiento	Administrativo	Común	de	las	Admi‐
nistraciones	Públicas,	 lo	define	como	el	 conjunto	ordenado	de	 trámites	y	actuaciones	 formalmente
realizadas,	según	el	cauce	legalmente	previsto,	para	dictar	un	acto	administrativo	o	expresar	la	voluntad
de	la	Administración.

El	procedimiento	administrativo	es,	en	definitiva,	la	forma	en	que	han	de	producirse	los	actos	adminis‐
trativos,	que	deberán	ajustarse	al	procedimiento	establecido.	Como	consecuencia	de	los	pasos	y	resulta‐
dos	obtenidos	en	las	distintas	fases	del	procedimiento	se	forma	un	expediente,	en	el	que	figuran	los
diferentes	 documentos	 generados,	 que	 habitualmente	 son	 escritos.	 El	 expediente	 será	 la	 base	 que
permitirá	llegar	a	una	resolución	final,	que	contiene	la	decisión	de	la	Administración.

CONCEPTO	 DE	 PROCEDIMIENTO	 ADMINISTRATIVO	 COMÚN.‐	 El	 artículo	 149.1.18.	 de	 la	 Constitución
distingue	entre	las	bases	del	régimen	jurídico	de	las	administraciones	públicas,	que	habrán	de	garantizar
al	administrado	un	tratamiento	común	ante	ellas;	el	procedimiento	administrativo	común,	sin	perjuicio
de	las	especialidades	derivadas	de	la	organización	propia	de	las	Comunidades	Autónomas	y	el	sistema
de	responsabilidad	de	todas	las	Administraciones	Públicas.

La	Ley	39/2015	recoge	esta	concepción	constitucional	de	distribución	de	competencias	y	regula	el
procedimiento	administrativo	común,	de	aplicación	general	a	todas	las	Administraciones	Públicas	y	fija
las	garantías	mínimas	de	los	ciudadanos	respecto	de	la	actividad	administrativa.	Esta	regulación	no	agota
las	competencias	estatales	o	autonómicas	de	establecer	procedimientos	específicos	por	razón	de	 la
materia	que	deberán	respetar,	en	todo	caso,	estas	garantías.	La	Constitución	establece	la	competencia
de	las	Comunidades	Autónomas	para	establecer	las	especialidades	derivadas	de	su	organización	propia
pero	además,	como	ha	señalado	la	jurisprudencia	constitucional,	no	se	puede	disociar	la	norma	sustanti‐
va	de	la	norma	de	procedimiento,	por	lo	que	también	ha	de	ser	posible	que	las	Comunidades	Autónomas
dicten	las	normas	de	procedimiento	necesarias	para	la	aplicación	de	su	derecho	sustantivo,	pues	lo
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TEMA	11.‐	EL	ESTATUTO	BÁSICO	DEL	EMPLEADO	PÚBLICO.	EL	PERSONAL
AL	SERVICIO	DE	LAS	AA.PP.,	ESPECIAL	REFERENCIA	AL	PERSONAL	DE

LAS	ENTIDADES	LOCALES.	CLASES	Y	RÉGIMEN	JURÍDICO.	DEBERES	Y	DERECHOS.

1.‐	EL	PERSONAL	AL	SERVICIO	DE	LAS	ADMINISTRACIONES	PÚBLICAS

1.1.‐	RÉGIMEN	JURÍDICO

La	Constitución	Española	de	1978	establece		en	su	artículo	103.3	una	reserva	de	ley	para	regular:

‐El	estatuto	de	los	funcionarios	públicos	que	ha	de	contener	sus	derechos	y	deberes,

‐El	acceso	a	la	Función	Pública,	cuyos	sistemas	han	de	responder	a	los	principios	de	mérito	y	capacidad,

‐Las	peculiaridades	del	ejercicio	del	derecho	a	sindicación	de	los	funcionarios	públicos,

‐Sus	sistemas	de	incompatibilidades	y	las	demás	garantías	para	la	imparcialidad	en	el	ejercicio	de	sus
funciones.

Esto	significa	que	todas	estas	materias	han	de	ser	reguladas	por	norma	con	rango	formal	de	Ley,	sin	que
puedan	 ser	 reguladas	por	una	norma	 reglamentaria.	Asimismo,	 el	 artículo	149.1.18	de	 la	Constitución
establece	como	competencia	exclusiva	del	Estado	la	de	determinar	las	bases	del	régimen	jurídico	de	las
AA.PP.	y	del	régimen	estatutario	de	sus	funcionarios,	que	en	todo	caso	garantizarán	a	los	administrados	un
tratamiento	común	ante	ellas.	Como	consecuencia	de	lo	establecido	en	este	artículo	se	dictó	lal	Ley	30/1984,
de	2	de	agosto,	de	medidas	para	la	reforma	de	la	Función	Pública,	que	ha	estado	vigente	en	su	mayor	parte
hasta	el	Estatuto	Básico	del	Empleado	Público,	aprobado	por	Ley	7/2007,	de	12	de	abril,	que	contuvo	la
normativa	común	al	conjunto	de	los	funcionarios	de	todas	las	Administraciones	Públicas,	más	las	normas
legales	específicas	aplicables	al	personal	laboral	a	su	servicio,	dando	verdadero	cumplimiento	a	lo	estableci‐
do	en	el	artículo	103.3	de	la	Constitución	.

Como	consecuencia	de	las	diferentes	modificaciones	posteriores	introducidas	en	el	texto	original	de	la	citada
Ley,	se	ha	aprobado	un	texto	refundido	que	unifica	e	integra	en	un	único	texto	legal	las	citadas	modificacio‐
nes,	derogando	‐entre	otras‐	a	la	propia	Ley	7/2007,	de	12	de	abril,	norma	que	ha	sido	el	Real	Decreto
Legislativo	5/2015,	de	30	de	octubre,	por	el	que	se	aprueba	el	texto	refundido	de	la	Ley	del	Estatuto	Básico
del	Empleado	Público	(en	adelante	EBEP).

El	 EBEP	 establece	 los	 principios	 generales	 aplicables	 al	 conjunto	de	 las	 relaciones	 de	 empleo	 público,
empezando	por	el	de	servicio	a	los	ciudadanos	y	al	interés	general,	ya	que	la	finalidad	primordial	de	cual‐
quier	reforma	en	esta	materia	debe	ser	mejorar	la	calidad	de	los	servicios	que	el	ciudadano	recibe	de	la
Administración.

El	Estatuto	Básico	contiene	aquello	que	es	común	al	conjunto	de	los	funcionarios	de	todas	las	Administracio‐
nes	Públicas,	más	las	normas	legales	específicas	aplicables	al	personal	laboral	a	su	servicio.	Partiendo	del
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TEMA	12.‐	SISTEMAS	INFORMÁTICOS:	CONCEPTOS	FUNDAMENTALES.	EL	HARD‐
WARE.	COMPONENTES	DE	UN	ORDENADOR.	LOS	PERIFÉRICOS.	REDES	DE	ÁREA
LOCAL.	ALMACENAMIENTO	DE	DATOS:	CONCEPTOS	FUNDAMENTALES	Y	TIPOS	DE
DISPOSITIVOS.	OPERACIONES	BÁSICAS	DE	MANTENIMIENTO.	NOCIONES	BÁSICAS
DE	SEGURIDAD	INFORMÁTICA.	EL	EXPLORADOR	DE	FICHEROS.	GESTIÓN	DE	CAR‐
PETAS	Y	ARCHIVOS.	LAS	HERRAMIENTAS	DEL	SISTEMA.	FORMATOS	DE	FICHEROS.

1.‐	SISTEMAS	INFORMÁTICOS

1.1.- CONCEPTOS FUNDAMENTALES

Un sistema informático es un conjunto de partes que funcionan relacionándose entre sí con un objetivo
preciso: hardware, software y las personas que los usan. Por ejemplo, un PC, sus dispositivos periféricos y
la persona que los maneja, pueden constituir un sistema informático básico. Sus elementos fundamentales
son:

Equipo.- El equipo es la parte más evidente y necesaria de un sistema informático. El equipo se refiere al
propio ordenador, junto con los accesorios periféricos, incluidos los servidores, enrutadores, monitores,
impresoras y dispositivos de almacenamiento. Un sistema informático se puede utilizar en una sola
computadora o en miles.

Sistema.- Sin el sistema, el equipo no sería muy útil. El sistema es el segundo elemento en importancia pues
es lo que le dice al equipo cómo debe funcionar. Reúne, organiza y manipula los datos para dar instruc-
ciones. Todo lo que se va a hacer con el uso de un ordenador se hará a través del sistema.

Datos.- Los datos, o información, es el tercer elemento en importancia. Al igual que el equipo no puede
funcionar sin el sistema, tampoco el sistema no funciona sin los datos. Esta es la parte de información
de un sistema, y puede tener datos estadísticos, conjuntos de instrucciones, listas de nombres o incluso
gráficos y animaciones, todo es importante para el sistema informático.

Procedimientos.- Comúnmente se dice que los procedimientos son a las personas lo que es el sistema al
equipo. Los procedimientos son las reglas, las descripciones y las instrucciones para saber cómo se
ejecutan las operaciones. En los sistemas informáticos los procedimientos son frecuentemente cubiertos
por los manuales de instrucciones, que describen cómo utilizar el equipo, programa y datos.

Personas.- Forman un conjunto que a menudo es pasado por alto, y son la parte más importante de un
sistema informático. Las personas son quienes diseñan y operan el sistema, introducen los datos, cons-
truyen el equipo y hacen que siga funcionando, escriben los procedimientos y -en definitiva- son quienes
determinan el éxito o fracaso de un sistema informático.
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TEMA	13.‐	SISTEMAS	OFIMÁTICOS.	PROCESADORES	DE	TEXTO:	PRINCIPALES
FUNCIONES	Y	UTILIDADES.	CREACIÓN	Y	ESTRUCTURACIÓN	DE	DOCUMENTOS,

PLANTILLAS	Y	MAILING.	MANEJO	E	IMPRESIÓN	DE	FICHEROS.	HOJAS	DE	CÁLCULO:
PRINCIPALES	FUNCIONES	Y	UTILIDADES.	LIBROS,	HOJAS	Y	CELDAS.	INTRODUC‐
CIÓN	Y	EDICIÓN	DE	DATOS.	FÓRMULAS	Y	FUNCIONES.	GRÁFICOS.	GESTIÓN

DE	DATOS.	OTRAS	APLICACIONES	OFIMÁTICAS.

1.‐	SISTEMAS	OFIMÁTICOS

1.1.‐	OFIMÁTICA

La	informática	es	la	ciencia	que	estudia	los	ordenadores	en	su	conjunto	(máquinas	y	programas).

El	concepto	de	informática	viene	dado	de	la	unión	de	dos	palabras	INFORmación	y	autoMÁTICA.	Se	trata	del
“conjunto	de	conocimientos	científicos	y	técnicas,	que	hacen	posible	el	tratamiento	automático	de	la	infor‐
mación	por	medio	de	ordenadores”	(concepto	de	informática	según	el	diccionario	académico	de	la	lengua
española).

Dentro	de	la	Informática	se	engloba	la	Ofimática,	es	decir,	ésta	es	una	parte	de	la	Informática.	No	hay	que
confundir	el	concepto	de	INFORMÁTICA	con	el	de	OFIMÁTICA.	El	concepto	de	ofimática	se	aplica	a	todas
aquellas	técnicas,	procedimientos,	servicios,	etc.,	que	se	basan	en	tecnologías	de	la	información	(informática
y	comunicaciones)	y	cuya	implementación	se	realiza	en	el	ámbito	del	trabajo	de	oficina	y	similares	entornos.
El	concepto	de	ofimática	viene	dado	de	la	unión	de	dos	palabras	OFIcina	y	autoMÁTICA.

La	ofimática	engloba,	pues,	los	tratamientos	de	textos	y	gráficos,	la	gestión	documental,	la	agenda,	la	planifi‐
cación	de	tiempo	y	actividades,	la	mensajería	electrónica,	etc.	El	entorno	donde	se	desarrolla	la	ofimática	es,
fundamentalmente,	la	oficina	y	por	tanto,	describe	su	naturaleza	y	los	trabajos	que	se	realizan	en	ella.

El	objetivo	es	tener	la	información	disponible	para	cualquier	necesidad	de	la	organización.	Es	necesario
tratarla	para	presentarla	en	el	formato	y	soporte	más	adecuado	y	poder	extraer	el	conocimiento	más	relevan‐
te	en	cada	ocasión.

1.2.‐	PAQUETES	INTEGRADOS

Con	el	nombre	genérico	de	paquete	integrado	se	designa	el	conjunto	de	software	que	incluye	las	funciones
de	varios	programas	en	uno	solo,	bien	como	módulos	de	una	gran	aplicación	o	formando	varias	aplicaciones
independientes.

Actualmente	también	se	habla	de	las	Suites	informáticas,	que	son	paquetes	integrados	con	gran	variedad	de
aplicaciones.
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TEMA	14.‐	REDES	DE	COMUNICACIONES	E	INTERNET:	CONCEPTOS	ELEMENTALES.
NAVEGADORES.	BÚSQUEDAS	DE	INFORMACIÓN.	SERVICIOS	EN	LA	RED.	EL	CORREO

ELECTRÓNICO:	CONCEPTOS	ELEMENTALES	Y	FUNCIONAMIENTO.	LA
ADMINISTRACIÓN	ELECTRÓNICA.	FIRMAS	DIGITALES:	TIPOS	Y	USOS.

SERVICIOS	TELEMÁTICOS	AL	CIUDADANO.

1.‐	REDES	DE	COMUNICACIONES

1.1.- REDES INFORMÁTICAS

CONCEPTO

Una red de ordenadores, también llamada red de ordenadores o red informática, es un conjunto de equipos
conectados por medio de cables, señales, ondas o cualquier otro método de transporte de datos, que compar-
ten información (archivos), recursos (CD-ROM, impresoras, etc.), servicios (acceso a internet, e-mail, chat,
juegos), etc., incrementando la eficiencia y productividad de las personas y organizaciones.

Una red de comunicaciones es un conjunto de medios técnicos que permiten la comunicación a distancia
entre equipos autónomos (no jerárquica master/slave). Normalmente se trata de transmitir datos, audio y
vídeo por ondas electromagnéticas a través de diversos medios (aire, vacío, cable de cobre, cable de fibra
óptica, etc.).

CLASIFICACIÓN DE REDES

P Por alcance:

• Red de área personal (PAN)
• Red de área local (LAN)
• Red de área de campus (CAN)
• Red de área metropolitana (MAN)
• Red de área amplia (WAN)
• Red de área simple (SPL)
• Red de área de almacenamiento (SAN)

P Por método de la conexión:

• Medios guiados: cable coaxial, cable de par trenzado, fibra óptica y otros tipos de cables.
• Medios no guiados: radio, infrarrojos, microondas, láser y otras redes inalámbricas.

P Por relación funcional:

• Cliente-servidor
• Igual-a-Igual (p2p)




